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Resumen 
 
Desde la óptica constitucional, normativa y jurisprudencial del derecho al trabajo y la 
seguridad social en Colombia, el presente artículo pretendió dilucidar de manera reflexiva, 
documental y argumentativa sobre los principales fundamentos del principio de Irrenunciabilidad 
y sus excepciones legales en cuanto a su aplicación en Colombia. Para ello, se desarrollaron 
objetivos específicos como el de establecer la eficacia de la aplicación del principio de 
inrrenunciabilidad en materia laboral y esclarecer si puede una norma de carácter ordinario 
limitar la aplicación de un principio eminentemente constitucional; contextos que fueron 
desarrollados dentro del presente trabajo académico, partiendo desde la base de conceptos 
laborales, alcances del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social y el mismísimo principio de 
la irrenunciabilidad de dichos derechos, lográndose establecer que existen ciertas excepciones 
que se pueden aplicar bajo el amparo legal y por voluntad del trabajador. 
 
Palabras claves: Seguridad social, derecho al trabajo, principios, irrenunciabilidad, 
excepciones. 
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PRINCIPLE OF IRRENUNABILITY IN SOCIAL SECURITY AND LABOR LAW 
 
Abstract 
 
From the constitutional, normative and jurisprudential perspective of the right to work and 
social security in Colombia, this article sought to elucidate in a reflexive, documentary and 
argumentative manner the main foundations of the Irrenunciability principle and its legal 
exceptions regarding its application in Colombia. To this end, specific objectives were developed 
such as establishing the effectiveness of the application of the principle of non-renouncement in 
labor matters and clarifying whether a rule of an ordinary nature could limit the application of an 
eminently constitutional principle; contexts that were developed within the present academic 
work, starting from the basis of labor concepts, scope of Labor Law and Social Security and the 
very principle of the inalienability of these rights, being able to establish that there are certain 
exceptions that can be applied under the legal protection and by the will of the worker. 
 
Keywords: Social security, right to work, principles, inalienability, exceptions. 
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Introducción 
 
La presente reflexión académica invita a pensar que tan eficaz es el principio de 
irrenunciabilidad de los derechos de la seguridad social y en sí en el Derecho del Trabajo en 
nuestro país, teniendo en cuenta su historia y el ambiente garantista que la constitución política 
de 1991 introdujo al sistema legal colombiano en lo correspondiente a derechos correlacionados 
con la seguridad social. 
 
El documento se encuentra divido en varios apartados inicialmente para entender el 
principio de la Irrenunciabilidad en Colombia, es necesario determinar y hacer nuestro el término 
de Seguridad Social, así como el concepto del Derecho del Trabajo, razón por la cual se 
desarrollaron estos conceptos en la parte inicial del presente documento con el fin de traer al 
contexto el principio de la irrenunciabilidad en los temas planteados. 
 
Bajo el contexto anterior, el desarrollo del presente artículo buscó darle respuesta a 
interrogantes como: ¿Qué tan eficaz es la aplicación del principio de inrrenunciabilidad en 
materia laboral? y ¿puede una norma de carácter ordinario limitar la aplicación de un principio 
eminentemente constitucional?; contextos como este serán desarrollados dentro del presente 
trabajo académico, partiendo desde la base de conceptos laborales, alcances del Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social y el mismísimo principio de la irrenunciabilidad de dichos 
derechos. 
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Es así, que buscando establecer qué tan eficaz es la aplicación del principio de 
inrrenunciabilidad en materia laboral y si puede una norma de carácter ordinario limitar la 
aplicación de un principio eminentemente constitucional, el enfoque del artículo fue deductivo 
analítico por cuanto se analizan doctrina, normas y jurisprudencia para argumentar con los 
objetivos propuestos en busca de dar respuesta a una formulación general propuesta al inicio del 
artículo. 
 
El principio de irrenunciabilidad y el derecho al trabajo 
 
Al realizarse un sondeo sobre antecedentes investigativos sobre el tema del principio de 
Irrenunciabilidad en la seguridad social y en el derecho del trabajo se encontró el artículo de 
Barona (2010) con el título “Principios del derecho laboral en el sistema jurídico colombiano”, 
en dicho artículo  el autor hace una argumentación sobre los principales principios que protegen 
los derechos laborales y de seguridad social en la normativa colombiana, de los que se puede 
resaltar uno de los principios enunciados por el artículo 53 de la Constitución Política de 
Colombia “… Irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales…” 
(Barona, 2010). 
 
De igual forma para el autor, al defender la postura según la cual la irrenunciabilidad es la 
esencia del derecho del trabajo, expresa, 
 
La legislación laboral tiene su origen (…) y pretende –por medio de la protección del 
trabajador– evitar que la igualdad formal se convierta en una justificación de la desigualdad 
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real existente (…), el reconocimiento de la desigualdad de las condiciones reales (…), la 
excepción al principio del derecho romano de igualdad contractual en beneficio de la 
protección especial de los intereses de los trabajadores. (Barona, 2010, pág. 259)  
 
Además, el autor en mención asevera que la filosofía de la irrenunciabilidad tiene desarrollo 
legal suficiente, con fundamento en el carácter de orden público que se reconoce a las normas del 
trabajo, “vale decir, que el cumplimiento de ellas es estimado como esencial para la conservación 
del orden social” (Escobar, 1991, citado por Barona, 2010, pág. 259).  
 
De igual forma, se encontró el artículo ¿Puede el trabajador renunciar a sus derechos 
reconocidos por normas legales?  de la Dra. Ugarte Gonzales Jenny, en cuyo contenido se hace 
un desarrollo teórico y normativo con el fin de establecer la ocurrencia de casos en materia 
laboral en donde ya sea al inicio o al finalizar la relación laboral, el empleador con el objetivo de 
reducir los costos laborales acuerde con el trabajador que éste sólo perciba el pago de algunos 
beneficios sociales. 
 
En el artículo se puede evidenciar sobre el tema del principio de irrenunciabilidad, 
 
Este Principio, al igual que otros de naturaleza laboral, nace con la perspectiva de proteger 
a la parte más débil de la relación de trabajo, que como se sabe es el trabajador y no así el 
empleador, por ello la imposibilidad jurídica de renunciar a que se hace referencia está 
dirigida a la renuncia que pueda hacer el trabajador respecto a sus derechos nacidos de 
normas imperativas. (Ugarte, 2010, págs. VI-2)  
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Y es aquí, donde la autora del artículo brinda grandes aportes académicos y doctrinales para 
el caso del escrito que ocupa estas líneas, ya que hace una minuciosa recopilación de los aspectos 
documentales, normativos y teóricos sobre el principio de irrenunciabilidad desde su concepto, 
su reconocimiento a nivel constitucional, sus fundamentos y sobre los alcances y particularidades 
de este principio de alta importancia en materia de derechos laborales y de seguridad social. 
 
Sumado al anterior estado del arte, también se encuentra el artículo “Principios mínimos 
fundamentales de los trabajadores en Colombia: balance de las precisiones jurisprudenciales más 
relevantes dadas por la Corte Constitucional”, trabajo que como se mencionó, contiene una 
recopilación de los principales antecedentes jurisprudenciales sobre la aplicación del principio de 
irrenunciabilidad desde la óptica de las Altas Cortes en Colombia, en uno de sus apartes se puede 
analizar: 
 
Como se mencionó, el artículo 53 de la Constitución Política, es desde donde se desprende 
el marco de principios constitucionales a darse en el contexto de las relaciones laborales 
que se celebran en la jurisdicción interna colombiana, que han sido de manera clara y 
profunda estudiados por autores como Iván Jaramillo (2010), quien los aborda en lectura de 
otros principios legales, logrando un completo análisis en lo que corresponde a los derechos 
fundamentales de los trabajadores colombianos. (Nieto, 2016, pág. 9)  
 
Aunque la autora hace un valioso aporte desde la doctrina y la jurisprudencia al tema de los 
principios atribuibles a los trabajadores en Colombia, no hace un acercamiento explícito al de 
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irrenunciabilidad, sin embargo su análisis generalizado contribuyó en gran medida al desarrollo 
del escrito en desarrollo. 
 
A nivel internacional se encontró el trabajo de grado “El principio de Irrenunciabilidad en 
el derecho laboral como condición indispensable para la protección del derecho a la vida” por 
Paredes Gerónimo Marco Antonio (2006), en este trabajo se propuso determinar si efectivamente 
la aplicación del principio de irrenunciabilidad del Derecho Laboral es fundamental e 
indispensable para la protección del Derecho a la Vida, para lo cual se realiza un análisis desde la 
doctrina y el derecho laboral sobre las características de los derechos del trabajador y su 
perspectiva desde el principio de Irrenunciabilidad, ante lo cual expone que “frente al principio 
de irrenunciabilidad son nulas todas las estipulaciones que impliquen disminución o 
tergiversación de los derechos de los trabajadores aunque se expresen en un convenio o contrato 
de trabajo o en cualquier otro documento” (Paredes, 2006, pág. 10). 
 
Este trabajo permite tener una visión sobre algunas diferencias que se presenta sobre la 
aplicación del principio de irrenunciabilidad en la seguridad social y en el derecho del trabajo, ya 
que mientras en el país de origen del antecedente citado, la irrenunciabilidad como principio 
constitucional no tiene excepciones bajo el amparo de ninguna otra norma, en Colombia sí se 
presentan excepciones legales, de las cuales se hará mención detallada en los resultados del 
presente artículo. 
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Problema de aplicación del principio de irrenunciabilidad en la seguridad social y en el 
derecho del trabajo 
 
Para realizar un análisis sobre el problema de aplicación del principio de irrenunciabilidad 
en la seguridad social y el derecho al trabajo, es importante dilucidar sucintamente sobre estos 
dos conceptos, en primera medida, se debe advertir que en cuanto a la Seguridad Social a 
grandes rasgos su significado, no es otro que el conjunto de medidas que el Estado y/o la 
sociedad implementa con el fin de garantizar y proteger a sus integrantes derechos y riesgos 
mínimos en cuestiones de trabajo, desempleo, salud, enfermedad, maternidad, accidentes de 
trabajo, vejez y muerte, con el fin que para en la eventual pérdida de alguno de ellos, o causada 
alguna de esas contingencias no se sufra un desequilibrio en la calidad de vida del afectado. 
 
Ahora bien, en su contexto histórico, es preciso mencionar que la Seguridad Social como 
tal inicialmente fue desarrollada en Europa por medio del Casiller Bismark desde los años 1911 
(Alemania, Austria, Inglaterra, Rusia entre otros), logró finalmente su arribo a Latinoamérica una 
década más tarde alrededor del año 1923 al Estado Chileno; no obstante en Colombia tan solo 
hasta el año 1945 terminó posicionarse el tema de la seguridad social, esto con la creación de la 
Caja Nacional de Previsión Social, y posteriormente con el conocidísimo  Instituto de Seguros 
Sociales, dividiendo así la seguridad social para los trabajadores de sector público en la primera 
y los trabajadores del sector privado en el segundo. 
 
Así, con la implementación y puesta en marcha en Colombia del Estado Social de Derecho, 
introducido con la Constitución Política de 1991, se fijó la Seguridad Social como un servicio 
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público de carácter obligatorio e irrenunciable, esto a voces del artículo 47 de la Carta Política, 
que como lo ha indicado Puyana (2013),   
 
La seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio, es decir, debe 
comprender actividades necesarias para la existencia y conservación de la comunidad, por 
resultar trascendente en la vida comunitaria, lo que le impone al Estado la obligación de 
diseñar qué asuntos deben ser integrados como de servicio público bajo los principios de 
eficacia, universalidad y solidaridad, hacerlo de manera real, bajo su dirección, 
coordinación y control, de manera que represente para el individuo un derecho 
irrenunciable a percibir sus beneficios. (pág. 18) 
 
De acuerdo a la anterior apreciación, se puede entender que no solo se incluyó el principio 
de Irrenunciabilidad en la seguridad social, sino que también en ese tema particular, se le dio el 
carácter de constitucional y por lo tanto, el de norma suprema que debe primar sobre la ordinaria. 
 
Ahora bien, por su parte en cuanto al derecho del trabajo, es pertinente acudir al texto de 
Zygmunt Bauman, sobre el Trabajo, Consumismo y Nuevos Pobres, del cual se desprende cuán 
evidente es la evolución y desarrollo que ha sufrido el trabajo desde sus inicios, pues de forma 
progresiva y partiendo desde el desarrollo industrial mismo, se logra evidenciar un avance 
importantísimo e impactante de manera global de la sociedad, logrando transformaciones 
económicas, sociales y tecnológicas, que no requería nada diferente a que existiera mano de obra 
dispuesta a desarrollar dichas tecnologías nacientes; y es allí donde resultó la figura de la Ética 
del Trabajo, donde, el empresario busca tener un control sobre su trabajador, inculcándole 
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figuras honoríficas que le incentivaran a trabajar, pues en tal supuesto, el hombre trabajador 
simplemente era consecuente a la naturaleza humana, y al hacer efectiva esa naturaleza humana 
de trabajo, y con lo cual debería ser lo suficientemente dignificante como para que el trabajador 
se sintiera feliz con ejercer su labor, pero en últimas lo que buscaba el empresario empleador era 
tener control y subordinación frente al laborador (Bauman, 2000). 
 
Es así entonces como en el siglo XX, surgió la disciplina denominada Derecho del Trabajo, 
la cual busco y/o se encargó de regular y controlar los comportamientos dados dentro de las 
relaciones industriales, pues como tal, el trabajo en si fue entendido como el recurso 
indispensable y sin el cual no se hubieren podido llevar a cabo los procesos de producción 
(D´Antona, 1992). 
 
Ahora, en Colombia dicha disciplina inicio a implementarse a través de la Ley 10 de 1934, 
por medio de la cual se desarrollaron derechos de los empleados, regulando su concepto como 
empleado, la forma de realizar una vinculación laboral y sus concesiones y auxilios; no obstante 
tan solo hasta el 5 de agosto de 1950, es decir, un poco más de 15 años posterior a la emisión de 
la primera norma laboral, compilando normas, leyes y decretos dispersos en esta materia en el 
primer Código Sustantivo del Trabajo –Decreto 2663 de 1950-, el cual ha regido en el territorio 
nacional a partir del  1 de enero de 1951 a la fecha con sus respectivas modificaciones. 
 
Realizado entonces el recuento tanto histórico como conceptual y teórico con respecto al 
derecho del trabajo y a la seguridad social, es preciso recordar que como se indicó anteriormente, 
la Constitución Política de 1991 declaró a Colombia como un Estado Social de Derecho, es 
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decir, le otorgó al Estado un rol más involucrado en las políticas de carácter social, dentro de las 
cuales se destacaron la seguridad social y el derecho del trabajo; en razón a esto se desarrollaron 
ciertos principios que rigen el derecho laboral entendido como del trabajo y de la seguridad 
social, los cuales se denominaron como los principios de favorabilidad, in dubio pro operario, 
primacía de la realidad, estabilidad, condición más beneficiosa, irrenunciabilidad, derechos 
adquiridos y mínimo vital establecidos estos en el artículo 53 de la Constitución Política de 
Colombia. 
 
En consecuencia, la norma constitucional, por un lado por medio del artículo 48 y por el 
otro con el artículo 53, instituyeron para las normas laborales y de la seguridad social, el carácter 
de irrenunciables pues como se vio, la seguridad social deriva necesariamente del derecho de 
trabajo, de allí la necesidad de proteger derechos y riesgos como lo son el mismo trabajo o en su 
lugar el desempleo, la salud, la muerte o la invalidez, pues son situaciones que afectan o pueden 
afectar el mínimo vital del Colombiano trabajador. 
 
En ese entendido, al ser las normas del trabajo y de la seguridad social entendidas por 
mandato constitucional como de relevancia social y en si, como de orden público, se hace 
necesario que las mismas sean de obligatorio cumplimiento; así mismo en relación al trabajador 
como se ha enunciado párrafos atrás, se le ha reconocido históricamente la inferioridad  en 
equidad que existe equiparado con el empleador, de tal suerte que en vista del estado de 
necesidad del trabajador, obviamente se constituye como la parte débil en la relación trabajador-
empleador, por lo cual es allí donde se evidencia que precisamente el carácter protector del 
derecho del trabajo es de naturaleza compensatoria para tratar de ajustar en beneficio del 
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trabajador, que es la parte débil en la relación laboral, mediante la limitación a la autonomía de la 
voluntad o contractualismo, la igualdad formal, dada la desigualdad real (Barona, 2010, pág. 
263); lo anterior, se sustenta no solo constitucionalmente sino en el desarrollo legal que el 
legislador le ha dado a partir del artículo 14 del Código Sustantivo del Trabajo, al indicar que las 
disposiciones que regularan  el trabajo humano son efectivamente de orden público y por ende 
irrenunciables. 
 
De lo anteriormente mencionado, se logra colegir que en materia laboral, el principio de 
irrenunciabilidad de los derechos laborales, es aquel acontecimiento mediante el cual se logra dar 
aplicación a una limitación a la autonomía de la voluntad frente a ciertos asuntos de carácter 
laboral con el fin de evitar abusos por parte de los empleadores frente a sus trabajadores, puesto 
que un trabajador no puede renunciar por voluntad propia a unas garantías mínimas existentes 
que se deben garantizar por expresa disposición de mandatos constitucionales y legales. 
 
En tal sentido, la irrenunciabilidad no es más que un órgano protector que el Estado Social 
de Derecho, impuso como Estado garante a sus ciudadanos y trabajadores una vez analizadas sus 
situaciones sociales, económicas y de equidad, con aras de que ni siquiera de forma voluntaria 
puedan verse menoscabados sus derechos mínimos y adquiridos, buscando con ello la 
dignificación del trabajador, su mejoramiento constante y el no aprovechamiento del orden 
subordinador que pueda tener el empleador, apartándose de tajo de conceptos civiles como la 
voluntad contractual. 
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No obstante a lo anterior, la norma contenida en el artículo 14 del Código Sustantivo del 
Trabajo limita tal irrenunciabilidad Constitucionalmente otorgada, pues dicha norma indica “las 
disposiciones legales que regulan el trabajo humano son de orden público y, por consiguiente, los 
derechos y prerrogativas que ellas conceden son irrenunciables, salvo los casos expresamente 
exceptuados por la ley” (Código Sustantivo del Trabajo, 1950). 
 
Y es precisamente allí, donde surge los siguientes interrogantes: ¿Qué tan eficaz es la 
aplicación del principio de inrrenunciabilidad en materia laboral? y ¿puede una norma de 
carácter ordinario limitar la aplicación de un principio eminentemente constitucional?; contextos 
como este serán desarrollados dentro del presente trabajo académico, partiendo desde la base de 
conceptos laborales, alcances del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social y el mismísimo 
principio de la irrenunciabilidad de dichos derechos. 
 
La jurisprudencia: El avance del principio de irrenunciabilidad laboral y el derecho al 
trabajo 
 
Después de haberse realizado un acercamiento al problema de aplicación al principio de 
irrenunciabilidad en la seguridad social y en el derecho del trabajo y de reconocer los conceptos 
y la normatividad que al respecto se encuentra vigente en Colombia, es preciso realizar un 
acercamiento a los antecedentes jurisprudenciales que al respecto se reconocen en Colombia, 
para lo cual es preciso remitirse en primera medida a la sentencia T-230 de 1994 en la cual se 
hace especial alusión al carácter protector del derecho del trabajo enunciándolo como de 
“naturaleza compensatoria para tratar de ajustar en beneficio del trabajador, que es la parte débil 
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en la relación laboral, mediante la limitación a la autonomía de la voluntad o contractualismo, la 
igualdad formal, dada la desigualdad real” (Barona, 2010, pág. 259).  
 
De acuerdo a lo anterior, siempre es posible que se presente una desventaja entre el 
trabajador y su empleador, frente a lo cual es preciso remitirse a lo que al respecto ha afirmado la 
Corte Constitucional cuando reitera, “no se concibe que pueda contratar en igualdad de 
condiciones con su empleador, así que deben dictarse normas que amparan al trabajador y estén 
por encima de la voluntad de trabajador y patrono” (Sentencia T-462, 1992). Por eso se da por 
reconocida la inferioridad negocial de parte del trabajador y por el carácter alimentario de la 
retribución derivada del trabajo se afirma el estado de necesidad y cuánto más en una situación 
como la colombiana en la cual la oferta de empleo es mayor que la demanda (Sentencia T-457, 
1992). 
 
De acuerdo con lo anterior, se reconoce que el artículo 53 de la Carta Política consagra el 
principio fundamental de irrenunciabilidad de los beneficios mínimos establecidos en las normas 
laborales, por lo que el principio de irrenunciabilidad de los beneficios laborales se apoya en el 
mejoramiento constante de los niveles de vida y en la dignificación del trabajador. Y además el 
mismo artículo consagra que las disposiciones legales que regulan el trabajo humano son de 
orden público. 
 
De igual forma, se expresa que, 
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Los derechos y prerrogativas en ellas reconocidos se sustraen a la autonomía de la voluntad 
privada, por lo que no son disponibles salvo los casos exceptuados por la ley. La 
imposibilidad constitucional de modificar las condiciones de trabajo en perjuicio del 
trabajador tiene sustento en el carácter esencial de estos beneficios para la conservación de 
la dignidad humana. (Sentencia T-149, 1995) 
 
Sumado a lo expuesto, expresa Villegas (2013) sobre el carácter imposible de modificar las 
condiciones de trabajo o de seguridad social al empleado, por voluntad del trabajador y bajo las 
excepciones estipuladas por la ley que, 
 
Al mediarse desigualdad real, económica y social y, en consecuencia, negocial entre 
trabajador y patrono, la constitución restringe y proscribe la igualdad formal en los sujetos 
de la relación laboral cuando ésta afecta los derechos del trabajador. Dentro de este 
principio de Irrenunciabilidad de beneficios, se proscribe transigir y conciliar, o disponer 
por renuncia, por derechos ciertos e indiscutibles. (Villegas, 2013, pág. 12) 
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que el principio de irrenunciabilidad también se consagra a 
nivel legal en el artículo 14 del Código Sustantivo del Trabajo cuando estipula, “las 
disposiciones legales que regulan el trabajo humano son de orden público y, por consiguiente, los 
derechos y prerrogativas que ellas conceden son irrenunciables, salvo los casos expresamente 
exceptuados por la ley” (Código Sustantivo del Trabajo, 1950). 
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Pues bien dando respuesta a uno de los interrogantes plasmados al inicio del presente 
escrito académico, como fue el de esclarecer si puede una norma de carácter ordinario limitar la 
aplicación de un principio eminentemente constitucional como es de la irrenunciabilidad en el 
derecho al trabajo y la seguridad social, en mención al artículo 14 del Código Sustantivo del 
Trabajo, se estipulan algunas excepciones como las que consagra la ley. 
 
Para lo cual puede decirse que una de estas excepciones que la ley consagra, se encuentra 
como primera el hecho que “el seguro de vida no es obligatorio para los trabajadores mayores de 
cincuenta (50) años de edad, los cuales quedan con la facultad de renunciarlo cuando vayan a 
ingresar al servicio del empleador” (Código Sustantivo del Trabajo, 1950, art. 340). Pero 
también este carácter de renunciabilidad tiene su condición pues el mismo artículo estipula que si 
por el contrario si hubiera cumplido o cumple cincuenta (50) años de edad estando al servicio del 
establecimiento o del empleador este derecho será irrenunciable. 
 
Otra de las excepciones que la ley consagra con respecto a la irrenunciabilidad se encuentra 
referido a aquellos  riesgos que sean precisamente consecuencia de invalidez o enfermedad 
existente en el momento en que el trabajador entra al servicio del empleador o un 
establecimiento, como expresa Villegas (2013) “debido al propósito de facilitar el acceso al 
trabajo tanto en la empresa pública como privada, a las personas que por su estado de salud, ya 
no serían aceptadas en otro lugar para laborar” (pág. 14). Pese a lo anterior, este precepto de 
excepción puede no llegarse aplicar frente a la realidad que las empresas restringen la 
contratación de personas que no le van a dar un buen rendimiento económico, pudiendo tener a 
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una persona joven que le generaría más ganancias (Código Sustantivo del Trabajo, 1950, 
art.340). 
 
En tercer lugar, dentro de las excepciones a la irrenunciabilidad que la ley otorga, se 
encuentran aquellos trabajadores con perturbaciones o deficiencias orgánicas, fisiológicas o 
psicológicas corregibles o curables por tratamientos adecuados y que afecten transitoriamente su 
capacidad de trabajo, por consiguiente, “pueden renunciar a los auxilios por enfermedad no 
profesional a los cuales tendrían derecho al producirse su incapacidad para el trabajo como 
consecuencia de la perturbación o deficiencia que originó la renuncia” (Código Sustantivo del 
Trabajo, 1950, art. 342).  
 
Además dentro de estas excepciones, se encuentran los trabajadores con perturbaciones o 
deficiencias orgánicas, fisiológicas o psicológicas definitivas, pero que están en condiciones de 
desarrollar alguna capacidad de trabajo, pueden renunciar a los auxilios por enfermedad no 
profesional y por accidente de trabajo que se produzcan como consecuencia directa de la 
perturbación o deficiencia que originó la renuncia. También pueden renunciar al seguro de vida 
colectivo obligatorio en caso de muerte ocurrida por la misma causa (Barona, 2010, pág. 260).  
 
Después de reconocer las excepciones que otorga la ley y más específicamente el Código 
Sustantivo del Trabajo, también se encuentran las denominadas como consecuencia de la 
conciliación, excepción que permite resolver amigablemente los conflictos individuales del 
trabajo. Únicamente se pueden conciliar aquellos derechos inciertos y discutibles. 
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De acuerdo con Barona (2010), 
La conciliación tiene como finalidad que las partes lleguen a un acuerdo sobre sus 
diferencias dentro de un procedimiento judicial o extrajudicial, como por ejemplo la que se 
realiza ante un funcionario administrativo, como el inspector de trabajo, quien hará llegar a 
un entendimiento a las partes para evitar la tramitación propia de una demanda antes de que 
vayan a un pleito judicial. (pág. 259) 
 
Siguiendo con el tema de las excepciones, se contempla la validez de la transacción en los 
asuntos del trabajo, “salvo cuando se trate de derechos ciertos e indiscutibles” (Código 
Sustantivo del Trabajo, 1950, art. 15). Y estas son reconocidas como excepciones que surgen 
como resultado de una transacción. Ante estas, la Corte Suprema de Justicia ha señalado los 
requisitos que deben concurrir para que el contrato de transacción tenga validez: 
 
… 1. La existencia de un derecho dudoso o de una relación jurídica incierta, aunque no esté 
en litigio; 2. La voluntad o intención de las partes de mutar la relación jurídica dudosa por 
otra relación cierta y firme; 3. La eliminación convencional de la incertidumbre mediante 
concesiones recíprocas. (Corte Suprema de Justicia, Casación Civil, diciembre 12 de 1938 – 
Casación, junio 6 de 1939). (Barona, 2010, pág. 261) 
 
Argumentos que luego fueron revalidados en la sentencia del 6 de Mayo de 1966, teniendo 
en cuenta estos elementos se ha definido con mayor exactitud la transacción, expresando que es 
“la convención en que las partes, sacrificando parcialmente sus pretensiones, ponen término en 
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forma extrajudicial a un litigio pendiente o precaven un litigio eventual. (Cfr. Sentencia del 6 de 
mayo de 1966, Tomo CXVI, pág. 86)” (Barona, 2010, pág. 261). 
 
Y por último, debe hacerse mención a las excepciones que aparecen como resultado de la 
prescripción, las cuales se basan en la premisa según la cual la prescripción tiene ocurrencia en 
todo ámbito del derecho y su finalidad está enderezada a dar certeza a todas las relaciones 
jurídicas, ya que de otra forma existiría una incertidumbre permanente frente a los derechos 
adquiridos y a los títulos que les dieron origen. Por prescripción se entiende el fenómeno en 
virtud del cual por el transcurso del tiempo se adquieren los derechos reales o se extinguen las 
obligaciones. 
 
Conclusiones 
 
Teniendo en cuenta que el principio de irrenunciabilidad en el derecho al trabajo y a la 
seguridad social se encuentra catalogado como constitucional, se debe reconocer que una norma 
de carácter ordinario si puede limitar la aplicación de un principio eminentemente constitucional 
como es de la irrenunciabilidad y esto se presenta mediante excepciones que otorga la ley, que 
otorga la conciliación, que otorga una transacción y aquellas que aparecen por prescripción, 
todas ellas ajustadas al artículo 14 del Código Sustantivo del Trabajo. 
 
Pero debe tenerse presente que en estas excepciones la renuncia a los derechos no es 
obligatoria, debido a que la ley únicamente faculta al trabajador para que eventualmente desista 
de sus derechos con la debida presencia de un funcionario del trabajo al momento de celebrarse 
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el contrato o la convención. Claro está que si el empleador, ya sea por desconocimiento u otra 
razón que no le permita determinar con claridad la edad o el estado de salud del trabajador, 
celebra el contrato sin requerir la renuncia, no puede eximirse después del cumplimiento de sus 
obligaciones, justificándose en la falta de conocimiento de dicha situación. 
 
De igual forma, debe esclarecerse que dentro de las excepciones al principio de 
irrenunciabilidad como consecuencia de la conciliación, entendida como excepción que permite 
resolver amigablemente los conflictos individuales del trabajo. Ya que es preciso aclarar que 
estas se dan únicamente en procura de conciliar aquellos derechos inciertos y discutibles, pero la 
misma ley estipula que estas deben realizarse ante un representante del ministerio de trabajo y 
seguridad social. 
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